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El Presidente (E) de la honorable Cámara de Representantes,

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

 Jorge Humberto Mantilla Serrano.

REPÚBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

La Ministra del Interior,

Nancy Patricia Gutiérrez Castañeda.

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

El Director del Departamento Administrativo de la Función Pública,

Fernando Antonio Grillo Rubiano.

LEY 1968 DE 2019
(julio 11)

por el cual se prohíbe el uso de asbesto en el territorio nacional  

y se establecen garantías de protección a la salud de los colombianos.

El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por objeto preservar la 
vida, la salud y el ambiente de los trabajadores y todos los habitantes 
del territorio nacional frente a los riesgos que representa la exposición al 
asbesto para la salud pública, colectiva e individual en cualquiera de sus 
modalidades o presentaciones.

Artículo 2°. Prohibición. A partir del primero (1°) de enero de 2021 se 
prohíbe explotar, producir, comercializar, importar, distribuir o exportar 
cualquier variedad de asbesto y de los productos con él elaborados en el 
territorio nacional.

Parágrafo. La prohibición dispuesta en el presente artículo no aplicará 
ni generará consecuencias jurídicas respecto al asbesto instalado antes de 
la fecha establecida.

Artículo 3°. Política pública para sustitución de asbesto instalado. El 
Gobierno nacional, contará con un período de cinco (5) años contados a 
partir de la promulgación de la presente ley, para formular una política 
pública de sustitución del asbesto instalado.

Parágrafo 1°. Durante este período, el Ministerio del Trabajo,  el 
de Salud y Protección Social, Ambiente y Desarrollo Sostenible y el 
de Comercio Industria y Turismo, establecerán de manera coordinada 
mediante Reglamentación conjunta, las medidas regulatorias necesarias 
que permitan cumplir la presente norma y reducir hasta su eliminación de 
manera segura y sostenible el uso del asbesto en las diferentes actividades 
industriales del país.

Parágrafo 2°. Durante este período, las entidades a que hace referencia 
el parágrafo primero de este artículo establecerán las medidas necesarias 
para garantizar la identificación y la reconversión productiva de los 
trabajadores expuestos y relacionados con la cadena de extracción, 
procesamiento, almacenamiento, distribución y comercialización del 
asbesto, así como las medidas de identificación y monitoreo sobre la 
salud de estos trabajadores por un período umbral de 20 años.

Parágrafo 3°. En ningún caso la aplicación de lo dispuesto en la 
presente ley deberá (i) obstaculizar las relaciones laborales, y/o; (ii) 
generar el despido o terminación del contrato de ninguna persona, en 
razón de la sustitución del asbesto. Estas medidas pretenden evitar el 
impacto desproporcionado de la prohibición sobre los trabajadores de las 
empresas que usan asbesto.

Artículo 4°. Títulos para la explotación de asbesto. A partir de la 
expedición de esta ley, no podrán otorgarse concesiones, licencias o 

permisos, ni prórrogas, para la explotación y exploración del asbesto en 
el territorio nacional.

Parágrafo 1°. Las actividades que cuenten con título, contrato, 
licencia ambiental o con el instrumento de control y manejo ambiental 
equivalente para la explotación y exploración de asbesto, deberán iniciar 
la fase de desmantelamiento y abandono cumpliendo la normativa vigente 
para dicha fase, especialmente lo establecido en el artículo 2.2.2.3.9.2 
del Decreto 1076 de 2015, o la norma que la modifique, sustituya o 
adicione, con el fin de preservar la vida, la salud y el ambiente de todos 
los habitantes del territorio nacional, a más tardar el primero (1°) de 
enero de 2021.

Parágrafo 2°. Mientras se encuentren vigentes los títulos en los 
términos del parágrafo anterior, el Ministerio de Salud y Protección 
Social, el Ministerio de Minas y Energía, el Ministerio de Trabajo y el 
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible evaluarán anualmente el 
cumplimiento de las regulaciones de orden técnico, de higiene, seguridad 
y laborales sobre la exploración y explotación de asbesto, a los títulos o 
permisos vigentes, de conformidad con lo dispuesto en el capítulo XII, 
de la Ley 685 de 2001. Asimismo, el Ministerio del Trabajo, a través de 
las direcciones territoriales, velará porque se dé estricto cumplimiento a 
la normatividad vigente.

Artículo 5°. Plan de adaptación laboral y reconversión productiva. 
El Gobierno nacional en cabeza del Ministerio de Trabajo, Agricultura 
y Desarrollo Rural, Minas y Energía, Comercio Industria y Turismo, 
Educación, Salud y Protección Social, y el Servicio Nacional de 
Aprendizaje (Sena); adelantarán un Plan de Adaptación Laboral y 
reconversión productiva que garantice a los trabajadores de las minas e 
industria del asbesto la continuidad del derecho al trabajo y el seguimiento 
a sus condiciones de salud por medio de programas de formación, 
capacitación y fortalecimiento empresarial en actividades diferentes a la 
minería de asbesto.

El plan de adaptación laboral y reconversión productiva tendrá por 
objetivos:

1.  Identificar a los trabajadores afectados por la exposición al 
asbesto.

2.  Generar los estudios epidemiológicos necesarios para la 
observancia a la salud de estos trabajadores.

3.  Dictar medidas que garanticen la reubicación de un trabajo, un 
nuevo empleo o la participación en las actividades económicas propias 
de la reconversión productiva, que no genere las afectaciones a la salud 
que produce el contacto con el asbesto.
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4.  Establecer los programas o proyectos de reconversión a que 
haya lugar, que involucren las dimensiones ambiental y productiva.

5.  Implementar un programa especial para el municipio de 
Campamento, Antioquia, con el fin de que todos los trabajadores de la 
mina tengan una adecuada adaptación laboral y económica.

Artículo 6°. Comisión Nacional para la Sustitución del Asbesto. 
Créase la Comisión Nacional para la Sustitución del Asbesto, que estará 
conformada per los siguientes integrantes: dos delegados del Ministerio 
de Ambiente y Desarrollo Sostenible, dos delegados del Ministerio de 
Salud y Protección Social, dos delegados del Ministerio de Comercio, 
Industria y Turismo, dos delegados del Ministerio de Minas y Energía, 
dos delegados del Ministerio del Trabajo, que serán designados por 
el Ministro de la Rama correspondiente, un delegado de Colciencias 
postulado por el Director General, un Veedor Ciudadano y un integrante 
de Universidades que represente a la academia, elegido por convocatoria 
pública. Los Ministerios desarrollarán las funciones encomendadas a la 
Comisión, en el ámbito de su competencia funcional.

La Comisión tendrá a su cargo las siguientes funciones, sin perjuicio 
de las que establezca posteriormente el Gobierno nacional:

1.  Supervisar el efectivo cumplimiento de la sustitución del asbesto 
en todas sus formas, a lo largo de todo el territorio nacional, en el plazo 
establecido en esta ley.

2.  El seguimiento de las medidas aquí establecidas con el objetivo 
de sustituir el asbesto en el período de transición señalado en esta ley.

3.  Expedir el Programa Nacional de Eliminación de Enfermedades 
Relacionadas con el Asbesto (PNEERA), con referencia al expedido por 
la Organización Mundial de la Salud y la Organización Internacional del 
Trabajo.

4.  Elaborar el plan de adaptación laboral y reconversión productiva 
de que habla el artículo 5° de la presente ley.

Artículo 7°. Sanciones. A partir del primero (1°) de enero de 2021, 
será sancionado todo aquel, persona natural o jurídica, que continúe con 
la explotación, producción, comercialización, importación, distribución 
y/o exportación de cualquier variedad de asbesto y de los productos con 
este elaborados, se le impondrá una sanción económica que oscilará 
entre los cien (100) y los cinco mil (5.000) SMLMV, sin perjuicio de 
las acciones penales y disciplinarias que hubiere lugar por los mismos 
hechos.

Parágrafo 1°. El procedimiento para imponer dicha sanción será 
adelantado por la Superintendencia de Industria y Comercio en los 
asuntos de su competencia, y por las demás entidades de inspección, 
vigilancia y control, entre otras, el Ministerio de Salud y Protección 
Social, el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, la Dirección 
de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), en aplicación de las 
normas sancionatorias especiales aplicables por cada entidad según la 
naturaleza de los hechos objeto de sanción o, en su defecto, de acuerdo 
a lo establecido en el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo.

Parágrafo 2°. Como parte integral del seguimiento a las disposiciones 
establecidas en la presente ley, la Autoridad Ambiental competente, 
deberá realizar un estudio y seguimiento de la calidad del aire, el cual 
deberá medir y monitorear la concentración de fibras de asbesto en 
las plantas y áreas de explotación como en los territorios donde exista 
mayor infraestructura con este material y dar cuenta de los procesos 
sancionatorios por incumplimiento al que haya lugar.

Artículo 8°. De la Comisión Nacional de Salud Ocupacional del 
Asbesto, Crisolito y otras Fibras. A partir del primero (1°) de enero de 
2021 la Comisión Nacional de Salud Ocupacional del Asbesto, Crisolito 
y otras Fibras, cesará sus funciones.

Artículo 9°. Monitoreo e investigación científica. Corresponderá al 
Ministerio de Salud y Protección Social a través del Instituto Nacional 

de Salud, en acopio con Colciencias, instituciones científicas públicas 
o privadas, nacionales o internacionales, realizar el monitoreo e 
investigaciones científicas constante relacionadas con el objeto de la 
presente ley.

Parágrafo. El Gobierno nacional, por medio del Ministerio de 
Salud y Protección Social y el Ministerio de Ciencia y Tecnología e 
Innovación, informará a las Comisiones Séptimas Constitucionales 
Permanentes de Senado y Cámara de Representantes al comienzo de 
cada legislatura, durante un término de cinco (5) años, sobre el avance 
de las investigaciones y estudios que se encuentren realizando en los 
casos relacionados con el objeto de la presente ley, los cuales tendrán 
un énfasis especial en el tratamiento de enfermedades generadas por el 
asbesto y en el desarrollo de industrias y nuevos materiales sustituidos 
para fortalecer la producción nacional.

Artículo 10. Informe de gestión. El Ministerio de Ambiente y 
Desarrollo Sostenible, Ministerio de Salud y Protección Social, Ministerio 
de Comercio, Industria y Turismo, Ministerio de Minas y Energía, 
Ministerio del Trabajo, en el marco de sus competencias presentarán 
un informe al comienzo de cada legislatura a las Comisiones Séptimas 
Constitucionales Permanentes de Senado y Cámara de Representantes 
sobre los avances obtenidos en materia de la presente ley.

Artículo 11. Deber de reglamentación. Como consecuencia de las 
actividades de investigación o monitoreo y la existencia de material 
científico avalado por las autoridades internacionales en materia de salud, 
el Gobierno nacional, a través del Ministerio de Salud y Protección Social, 
deberá adoptar las decisiones tendientes a limitar, reducir y eliminar el 
uso, comercialización y/o toda forma de distribución de una sustancia o 
materia prima que representan nocividad para la salud pública colectiva.

Parágrafo. El Ministerio de Salud y Protección Social, Ministerio de 
Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de Trabajo, deberán 
desarrollar campañas de divulgación y promoción del manejo adecuado 
del asbesto instalado y su tratamiento como desecho peligroso de 
conformidad con el Decreto 4741 de 2005.

Artículo 12. Ruta de atención integral para personas expuestas al 

asbesto. Créase la ruta integral para la atención integral para personas 
expuestas al asbesto, mediante la cual se deberá suministrar información 
y orientación acerca de los derechos, medidas y recursos con los que 
cuenta, y de atención en salud, incluyendo los exámenes médico legales 
y especializados orientados al diagnóstico y tratamiento.

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional reglamentará en un plazo máximo 
de seis (6) meses posteriores a la expedición de la presente ley, la puesta 
en marcha de la ruta integral y su funcionamiento en los distintos entes 
territoriales.

Parágrafo 2°. Las Aseguradoras de Riesgos Laborales (ARL) y las 
Entidades Promotoras de Salud (EPS), a las que se encuentren afiliados 
los trabajadores expuestos, incluirá los exámenes médicos legales, y dará 
aplicación a lo dispuesto en el presente artículo para estos trabajadores.

Artículo 13. Vigencia y derogatorias. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga todas las normas que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,

Ernesto Macías Tovar.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

Gregorio Eljach Pacheco.

El Presidente (e) de la honorable Cámara de Representantes,

Atilano Alonso Giraldo Arboleda.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

 Jorge Humberto Mantilla Serrano.
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REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 11 de julio de 2019.

IVÁN DUQUE MÁRQUEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla Barrera.

El Ministro de Salud y Protección Social,

Juan Pablo Uribe Restrepo.

La Ministra de Trabajo,

Alicia Arango Olmos.

La Ministra de Minas y Energía,

María Fernanda Suárez Londoño.

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

José Manuel Restrepo Abondano.

El Ministro de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

Ricardo José Lozano Picón.

LEY 1969 DE 2019
(julio 11)

por medio de la cual se crea el Fondo de Estabilización de Precios del Café.

El Congreso de la República

DECRETA:

Artículo 1°. Fondo de Estabilización de Precios del Café. Créase el 
Fondo de Estabilización de Precios del Café, el cual operará conforme 
a los términos que se establecen en la presente ley, y en la Ley 101 de 
1993, en lo expresamente señalado.

Artículo 2°. Objeto. El Fondo de Estabilización de Precios del Café 
tendrá por objeto adoptar mecanismos necesarios para contribuir a 
estabilizar el ingreso de los productores de café colombiano, en el marco 
de la presente ley.

Artículo 3°. Naturaleza Jurídica. El Fondo de Estabilización de 
Precios del Café funcionará como una cuenta especial, sin personería 
jurídica, administrada por la Federación Nacional de Cafeteros.

Artículo 4°. Administración. El Fondo de Estabilización de Precios 
del Café será administrado por la Federación Nacional de Cafeteros, 
a través de un contrato específico suscrito con el Gobierno nacional, 
en el cual se señalarán los términos y condiciones bajo las cuales se 
administrará dicho Fondo.

Parágrafo 1°. Dentro de los términos del contrato que suscriba el 
Gobierno nacional con la Federación Nacional de Cafeteros para la 
administración de este Fondo, se definirán las responsabilidades de 
las partes para atender lo relacionado con la estructuración, auditoría, 
e implementación de los mecanismos de estabilización. Igualmente se 
definirán los costos y gastos imputables a este Fondo y las fuentes con 
que se cubrirán los mismos.

Parágrafo 2°. La Federación Nacional de Cafeteros manejará los 
recursos que conforman el Fondo de Estabilización de Precios del Café 
de manera independiente de sus propios recursos y de los del Fondo 
Nacional del Café, para lo cual deberá llevar una contabilidad y estructura 
presupuestal independiente, de forma que en cualquier momento se 
pueda establecer su estado y el movimiento de los recursos provenientes 
de cada una de sus fuentes.

Artículo 5°. Comité Directivo. El órgano directivo del Fondo de 
Estabilización de Precios del Café será el Comité Nacional de Cafeteros, 
de conformidad con el artículo 14 de los estatutos de la Federación 
Nacional de Cafeteros.

Artículo 6°. Competencias del Comité Directivo. El Comité Nacional 
de Cafeteros como órgano de dirección del Fondo de Estabilización de 
Precios del Café, cumplirá las siguientes funciones:

1.  Determinar las políticas y lineamientos para el manejo del Fondo 
de Estabilización de Precios del Café.

2. Expedir el reglamento operativo de este Fondo y de los mecanismos 
que se adopten para su operación.

3. Determinar los parámetros de precios y procedimientos a partir de 
los cuales se activarán los respectivos mecanismos de estabilización.

4. Evaluar y establecer una política de gestión del riesgo financiero 
de precios y demás variables que determinan el precio interno del café.

5. Evaluar las actividades realizadas y el funcionamiento por el Fondo 
de Estabilización de Precios del Café para formular las recomendaciones 
a que hubiere lugar.

6. Regular la manera en que se deben soportar las ventas del café 
suscritas para estabilización y el pago de las compensaciones a que haya 
lugar.

7. Determinar la metodología de cálculo de los mecanismos y precios 
objeto de estabilización, establecidos en la presente ley.

8.  Designar una Secretaría Técnica.

9.  Las demás funciones que señale el reglamento de la presente ley.

Parágrafo 1°. Las decisiones que adopte el Comité Directivo del 
Fondo deberán contar con el voto expreso y favorable del Ministro de 
Hacienda y Crédito Público y el Ministro de Agricultura y Desarrollo 
Rural.

Parágrafo 2°. La Secretaría Técnica del Fondo de Estabilización 
de Precios del Café será designada e integrada conforme lo dispone el 
artículo 44 de la Ley 101 de 1993.

Artículo 7°. Producto sujeto de estabilización. Para los efectos de la 
presente ley, el producto agrícola objeto de estabilización será el café de 
calidad Arábiga suave colombiano.

Artículo 8°. Beneficiarios. Serán beneficiarios de los mecanismos de 
estabilización de precios establecidos en el marco de la presente ley los 
productores de café debidamente registrados en el Sistema de Información 
Cafetero (SICA). Las transacciones de café entre comercializadores o 
intermediarios no serán objeto de ningún mecanismo de estabilización 
por parte del Fondo de Estabilización de Precios del Café.

Artículo 9°. Precios objeto de estabilización. Los precios objeto 
de estabilización a través de los mecanismos que se adopten serán los 
precios internos del café producido en Colombia denominados en pesos 
colombianos, publicado por la Federación Nacional de Cafeteros de 
Colombia.

Parágrafo. En todo caso y sin perjuicio del mecanismo de estabilización 
adoptado, este último deberá garantizar los costos mínimos de producción 


